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LA EXPERIENCIA HITÓRICA DE LA ELECCION CORPORATIVA EN LOS 

ÓRGANOS DE GOBIERNO JUDICIAL  
 

ELECCIÓN DEMOCRÁTICA VERSUS ELECCIÓN CORPORATIVA 

Al abordar la polémica sobre el sistema para designar las vocalías del Consejo General del Poder Judicial 

(CGPJ) el presupuesto de que ha de partirse es que no tiene rango constitucional. El art. 122.3 CE 

dispone que, además de los cuatro juristas de reconocido prestigio que eligen, respectivamente, 

Congreso y Senado, también se designan “doce entre Jueces y Magistrados de todas las categorías 

judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica”.  

 

La forma de elección se establece, por tanto, con rango de Ley Orgánica. Ésta puede ser la Ley Orgánica 

del Poder Judicial (LOPJ), o cualquier otra distinta, si tiene dicho rango. Precisamente la primera 

regulación orgánica fue específica del CGPJ. La Ley Orgánica 1/1980, de 12 de enero, del Consejo 

General del Poder Judicial, disponía un sistema de elección de listas abiertas mayoritario puro, pese a lo 

que proclamaba (1). El sistema se reformaría por la vigente Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 

Judicial (LOPJ), que cambia la forma de designación de los doce vocales judiciales. La STC 108/1986 

consideró constitucional la designación por el Senado y Congreso de los 12 vocales judiciales. 

 

El primer CGPJ fue designado conforme a un sistema de extracción en la corporación judicial, de modo 

que 12 jueces y magistrados fueron designados por la carrera judicial. Luego se reformará, disponiendo 

la elección por Congreso y Senado, entre los candidatos que se quisieran, y tras algunas reformas, que 

las candidaturas fueran propuestas por la judicatura a través de avales, los no asociados, y elecciones 

internas de las asociaciones democráticas.  

 

Nos encontramos, por tanto, con el dilema entre un sistema que algunos califican de “elección 

corporativa” y otros de “elección democrática”, puesto que en el primer caso designa la judicatura, y en 

el segundo, la representación de la soberanía popular. Es importante subrayar estos calificativos, que 

ponen de manifiesto dos concepciones contrapuestas: elitista, por un lado, sometida a la representación 

de la soberanía popular, por otro.  

 

El sistema de elección democrática rige actualmente en la designación del CGPJ, cuya reforma apoyan 

los partidos conservadores y las tres asociaciones de la judicatura que representan al corporativismo 

judicial. Esgrimen las peticiones de la Unión Europea para que la elección se haga directamente por los 

jueces, obviando que todos los candidatos que en la actualidad pueden postularse a ser designados 

 
1 Decía su art. 14: “El Reglamento de Organización desarrollará el procedimiento electoral de acuerdo con lo establecido en esta Ley, y 
especialmente con lo prevenido en las siguientes normas: 
 
Uno. Las candidaturas habrán de ser completas, con un candidato titular y un suplente para todos los supuestos a cubrir en cada elección. 
 
Dos. Las candidaturas serán siempre abiertas, pudiendo cada elector combinar nombres, dentro de cada categoría, procedentes de candidaturas 
distintas. 
 
Tres. El sistema electoral será el mayoritario corregido para permitir la representación de un sector minoritario. 
 
Cuatro. Las candidaturas habrán de estar avaladas por un diez por ciento de los electores, que comprendan, a su vez, un cinco por ciento, al 
menos, de cada categoría o por una asociación profesional válidamente constituida. Nadie podrá avalar más de una candidatura”. 
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vocales del CGPJ son postulados por jueces, bien mediante avales, si no están asociados, y por las 

asociaciones judiciales, en elecciones democráticas, si lo están.   

 

Para contextualizar todo cuanto se expone hay que señalar que la carrera judicial en el año 2020 se 

compone de 5.635 personas (2), la mitad de las cuales están asociadas a las diferentes asociaciones 

judiciales.  

 

Otro dato a tener en cuenta es que el sistema actual de elección se pactó con el PSOE en la oposición. 

En virtud del Pacto de Estado por la Justicia, suscrito en mayo de 2001, el PP conviene con el PSOE el 

régimen actual, reformando la LOPJ en tal sentido. Los jueces proponen los candidatos, elegidos por las 

asociaciones o avalados por los no asociados. Y las Cortes designan las vocalías exclusivamente entre 

esos candidatos, sin que puedan proponer otros. La judicatura, por tanto, participa activamente en el 

sistema de elección, de modo que los reproches sobre la influencia partidista han de matizarse.  

 

También resulta esencial destacar que ese Pacto de Estado por la Justicia se alcanza en una legislatura 

en la que el PP obtuvo mayoría absoluta. En su programa electoral se contenía la previsión de reforma 

de la LOPJ para la elección corporativa de los 12 vocales judiciales. Tal promesa, que podría haberse 

hecho efectiva por disponer el PP de mayoría suficiente, no se cumplió, y ahora se rescata, cuando está 

en la oposición. En aquel momento el PP prefirió el consenso, y el PSOE tuvo la responsabilidad de 

pactar un tema de Estado. Hoy el PP ha roto ese consenso, recupera una petición de reforma del sistema 

de elección que cuando tuvo ocasión no adoptó, y no propone otro consenso distinto que lo sustituya. 

 

 

LA EXPERIENCIA DEL SISTEMA DE ELECCION CORPORATIVA DEL CGPJ 

La primera vez que se designó el CGPJ, en 1980, los 12 vocales judiciales fueron elegidos por la carrera 

judicial. El sistema de elección, que se mantiene para Salas de Gobierno y Comisión de Ética Judicial, 

es mayoritario puro con circunscripción única. Mayoritario, pues son elegidos los 12 candidatos más 

votados. Puro, porque cada elector puede designar 12 candidatos. La circunscripción, en aquel caso, fue 

nacional. Recuérdese que para elegir Senadores la circunscripción es provincial, y que cada elector sólo 

puede votar a tres candidatos, de modo que las minorías tienen alguna opción. En cambio el sistema que 

entonces se empleó, y que aún rige para designar las Salas de Gobierno de los Tribunales Superiores 

de Justicia (TSJ), es el mayoritario puro. De este modo la lista más votada puede obtener la totalidad de 

la representación, sin opciones reales para otras que tuvieron apoyo, pero que no lograron que ninguno 

de sus integrantes obtuviera algún voto más que los de la candidatura mayoritaria. 

 

Entonces la judicatura no superaba 2.000 personas. Pero en 1980 sólo existía una asociación judicial, la 

Asociación Profesional de la Magistratura. Hasta 1984 no se producen las dos escisiones de la misma 

que propician la aparición de Jueces para la Democracia, primero y Francisco de Vitoria, después, 

consecuencia del descontento por no recoger aspiraciones minoritarias dentro de la asociación 

profesional.  

 

 
2 La justicia dato a dato, 2020, CGPJ, pág. 10. https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Estadistica-Judicial/Estudios-e-Informes/Justicia-
Dato-a-Dato/ 

 

https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Estadistica-Judicial/Estudios-e-Informes/Justicia-Dato-a-Dato/
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Estadistica-Judicial/Estudios-e-Informes/Justicia-Dato-a-Dato/
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Aquella experiencia es poco reveladora, porque dentro de la APM se pactó una lista en la que se 

incluyeron personalidades progresistas, como Fernando Ledesma, Adolfo Carretero, y tras fallecer un 

vocal, Perfecto Andrés Ibáñez. La lista de la APM venció a los no asociados que se postularon, y dentro 

de tal lista, los votantes dieron apoyos diversos a los distintos candidatos.  

 

 

LA EXPERIENCIA DE LA ELECCIÓN CORPORATIVA EN LAS SALAS DE GOBIERNO  

Mucho más revelador de las consecuencias del sistema de elección corporativo, además mayoritario 

puro, es la experiencia para elección de las Salas de Gobierno de los Tribunales Superiores de Justicia 

de cada comunidad autónoma. En cada hay una Sala de Gobierno. La mitad de sus integrantes no se 

designan, sino que son los presidentes del respectivo TSJ y las Salas de lo Social y Contencioso-

Administrativo, y todos los de Audiencias Provinciales. La otra mitad se eligen por los jueces de dicho 

TSJ.   

 

El número de integrantes de la Sala de Gobierno por tanto es variable, porque en TSJ uniprovinciales 

hay tres integrantes natos y tres elegidos, mientras que en los de mayor tamaño (Castilla y León tiene a 

9 presidentes de Audiencia y 4 presidentes de Sala) pueden designarse hasta trece.  

 

El sistema de designación es de circunscripción única, mayoritario puro. Cada elector puede votar a 

tantos candidatos como puestos han de cubrirse. Así que ha sucedido, tradicionalmente, que la APM ha 

obtenido, con niveles de participación del 50 %, la totalidad de los puestos de las Salas de Gobierno 

consiguiendo el 25 % de apoyos de la totalidad del censo electoral. En definitiva, con dos listas para 

designar 6 vocales, si una obtiene un solo voto más que la otra, obtiene la totalidad de la representación, 

apartando a la minoría.  

 

Por si fuera poco, la LOPJ dispone que las Salas de Gobierno funcionan en pleno y comisión. Si algún 

candidato no mayoritario logra colocarse en la Sala, su participación se limita a los Plenos, que tienen 

lugar con escasa frecuencia. Todo se resuelve en comisión, elegida en el pleno, donde esa 

representación minoritaria se ve diluida, propiciando el monolitismo ideológico de las Salas de Gobierno.  

 

 

LEGITIMIDAD CORPORATIVA O LEGITIMIDAD DEMOCRÁTICA 

Puesto que la Constitución encomienda el nombramiento de las vocalías del CGPJ a las Cortes, ha de 

optarse por un sistema de extracción de las candidaturas. Si la elección es directa por la judicatura, el 

nivel de intervención de la representación de la soberanía popular es puramente formal, porque se limita 

a refrendar lo que la corporación judicial disponga. Si se presentan candidaturas por las distintas 

asociaciones judiciales o jueces no asociados con avales, la representación de la soberanía popular 

puede escoger entre distintas sensibilidades, y acomodar la conformación del CGPJ a la cambiante 

evolución de las Cortes.  

 

El sistema democrático resulta preferible porque garantiza conexión entre la representación de la 

soberanía popular y el órgano de gobierno del Poder Judicial. Asegura, además, una conformación plural, 

que represente una sociedad y judicatura heterogénea, donde las mayorías minoritarias no se impongan. 
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Finalmente, garantiza la necesidad de consenso entre los distintos grupos parlamentarios, pues resulta 

improbable que uno sólo pueda alcanzar las mayorías reforzadas que en la actualidad contiene la LOPJ.  

 

El sistema corporativo prima los intereses profesionales de la judicatura. No refleja la diversidad de la 

sociedad, porque la carrera judicial no es tan plural como la ciudadanía. Convierte a la corporación en 

un poder en sí mismo, en lugar de al servicio de la sociedad. Y desconecta la cambiante representación 

de la soberanía popular del CGPJ.  

 

Se ha defendido la elección corporativa con criterios electorales que corrijan la contrastada situación de 

control de una minoría mayoritaria de los órganos de gobierno de cada territorio. Una forma es otorgar 

un solo voto a cada integrante de la judicatura, evitando que pueda escoger doce e imponer una mayoría 

que lamina la pluralidad. También podrían facilitarse que en lugar de 12 se pudieran votar dos o tres 

personas. Otra fórmula sería establecer listas cerradas y bloqueadas, con un sistema proporcional puro 

(excluyendo la Ley D’Hont) que permita a opciones no mayoritarias, pero que obtienen suficiente apoyo 

electoral, su presencia en el CGPJ. Pero estas fórmulas ya se dan en el sistema de elección democrática, 

pues la necesidad de consensuar los nombramientos de las vocalías siempre ha asegurado el pluralismo 

en la conformación del CGPJ. Una experiencia histórica que pone de manifiesto cambiantes mayorías y 

composición, siempre conectadas a la realidad del momento en que se renovaba la institución.  

 

 

CONCLUSIONES 

1. El sistema democrático de elección del CGPJ sigue siendo el preferible, pues evidencia la 

correspondencia, cada cinco años, con la representación de la soberanía popular en las Cortes.  

 

2. El sistema democrático no supone invasión partidista del CGPJ. Es la judicatura y sólo ésta, quien 

propone las candidaturas que deben elegir Congreso y Senado. Las 36 candidaturas que se 

designan para elegir las 12 vocalías no pueden ser acusadas de pertenencia partidaria, cuando es 

la corporación judicial, asociada o no, quien las designa.  

 

3. Si se optara subsidiariamente por un sistema de elección corporativa para conformar el CGPJ, es 

preciso reformar el sistema de elección para garantizar la representación de las minorías. Esas 

previsiones han de extenderse también a la elección de las Salas de Gobierno de los TSJ.  

 

4. Una fórmula de evitar el control de todos los órganos judiciales por la asociación conservadora, 

manteniendo el sistema de listas abiertas, es limitar el número de votos que puede emitir cada 

elector. Cabe la fórmula de asignar a cada integrante de la judicatura un voto, o un número superior 

que no supere, en ningún caso, dos o tres personas.  

 

5. Otra forma de corregir el problema del control de la minoría mayoritaria de los órganos de gobierno 

del poder judicial es un sistema de listas cerradas y reparto proporcional sin corrección D’Hont, ya 

que habría que perseguir más que el refuerzo de las mayorías, propio de esa regla, la presencia de 

las minorías en los órganos de gobierno del Poder Judicial.  
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EL SISTEMA DE ELECCIÓN DE LOS VOCALES JUDICIALES DEL CGPJ 

 

El CGPJ aparece en nuestra Constitución en su artículo 122 cuando dispone: 

1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los 

Juzgados y Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que 

formarán un Cuerpo único, y del personal al servicio de la Administración de Justicia. 

 

2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica 

establecerá su estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en 

particular en materia de nombramientos, ascensos, inspección y régimen disciplinario. 

 

3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que 

lo presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, 

doce entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca 

la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, 

elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros 

juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de ejercicio en su 

profesión. 

Y el artículo 123.2 de la CE dispone que: 

“El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General 

del Poder Judicial, en la forma que determine la ley.” 

No es discutido en la doctrina que el CGPJ, como órgano de gobierno de los jueces constitucionalmente 

previsto, tiene como finalidad primordial velar por la independencia de los jueces y tribunales frente a los 

intentos de intromisión del poder ejecutivo, pero también del legislativo, e incluso, del propio CGPJ y de 

los órganos de gobierno subordinados al mismo (protección exterior e interior).  

La separación de poderes es consustancial a la esencia de la democracia y del constitucionalismo, siendo 

elemento fundamental del Estado de Derecho; esto es, sin separación de poderes no puede constituirse 

un Estado Democrático de Derecho, estadio necesario para poder alcanzar el escalón subsiguiente en 

que se constituye, desde 1978, el Estado español, el Estado Social y Democrático de Derecho (artículo 

1.1 de la CE), que tiene como valores fundamentales la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo 

político. 

En el campo de la filosofía del derecho se han trazado los perfiles de la separación de poderes, como 

fundamento de la independencia judicial, desde Aristóteles hasta Montesquieu quien superó la idea de 

un poder preponderante sobre los otros (Locke), pasando de la teoría a la práctica con la Doctrina de los 

“checks and balances”  donde la separación de poderes no impide la colaboración entre los mismos con 
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un sistema de pesos y contrapesos para evitar los abusos, doctrina que tuvo representantes como 

Hamilton y Madison.  

El único poder enunciado en la Constitución como tal es el Judicial, y ello como ha mencionado Alejandro 

Nieto, posiblemente por la necesidad de configurarlo como un poder verdaderamente independiente, 

máxime en un sistema parlamentarista donde el ejecutivo reduce el campo del legislativo en su día a día. 

Vistas las atribuciones mínimas del CGPJ enumeradas en el artículo 122.2 de la CE, así como la 

ampliación de las mismas en el artículo 560 de la LOPJ, queda claro que el nudo gordiano de las mismas 

permite definir el órgano de gobierno de los jueces como alguno ha enunciado, a saber, “oficina de 

premios y castigos”.  

Antes de posicionarme con respecto al sistema de elección de los vocales judiciales, parece necesario 

realizar una breve exposición sobre el origen de la institución, el derecho comparado que fue tenido en 

cuenta cuando el Constituyente redactó la Carta Magna y la experiencia histórica de este órgano 

constitucional en los últimos veintidós años. 

 

PRECEDENTES EN LA HISTORIA DEL DERECHO NACIONAL Y EN DERECHO COMPARADO. 

El CGPJ es una auténtica novedad en la historia democrática de España. Existen algunos precedentes 

relativos a órganos de gobierno de la judicatura (vid. la Junta Central o Suprema, 1849; la Junta 

Organizadora del Poder Judicial, 1923; el Consejo Judicial, 1917 y 1952; el Decreto de 8-5-1873 que 

trasladaba al TS la cobertura de vacantes; el proyecto de Ángel Ossorio y Gallardo de 1929), pero 

ninguno de ellos en un Estado que pueda considerarse Democrático de Derecho, donde exista una real 

separación de poderes con origen en la soberanía  popular; los precedentes mencionados son meras 

declaraciones de principios que no tuvieron aplicación real.  

Tal y como ha señalado gran parte de los autores que se han ocupado del tema, entre otros Perfecto 

Andrés Ibáñez, para entender el origen de nuestro Consejo debemos situar nuestra atención en Italia y 

Francia, países que sirvieron de inspiración al Constituyente. 

El artículo 104 de la Constitución Italiana de 1947 dispone que el Consiglio Superiore della Magistratura 

(CSM) está formado por tres miembros por derecho propio, el Presidente de la República que lo preside, 

el Presidente de la Corte de Casación y el Procurador General de la Corte de Casación; y, por un número 

indeterminado de consejeros respetando unas proporciones de 2/3 y 1/3 de vocales togados y laicos 

respetivamente, los primeros elegidos por los propios Jueces y Magistrados y los segundos por el 

Parlamento. El número concreto de consejeros se determina por ley y en la actualidad está compuesto 

por 16 miembros judiciales y 8 no judiciales. En cuanto a la elección de los consejeros judiciales, de 

acuerdo con el artículo 5 de la Ley 44 de 18 de marzo de 2002 que reforma la Ley 195 de 24 de marzo 

de 1958,  dispone que “en un colegio único nacional, son elegidos dos magistrados que ejercen funciones 

de legitimidad ante el Tribunal Supremo de Casación y la Fiscalía General ante ese mismo Tribunal; en 

un colegio único nacional, son elegidos cuatro magistrados que ejercen funciones de fiscal en las oficinas 

de evaluación y en la Dirección Nacional Antimafia, o que están destinados a la Fiscalía General en el 

Tribunal Supremo de Casación; en un colegio único nacional, son elegidos diez magistrados que ejercen 

funciones de juez en los departamentos de evaluación, o destinados al Tribunal Supremo de Casación». 
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El voto es personal, directo y secreto. El CSM actual es el resultado de numerosas reformas desde su 

primera regulación en 1958 y se ha convertido, en palabras de Ramón Ron Latas y José Fernando 

Lousada Arochena, “en la representación más palmaria en el derecho comparado del autogobierno del 

Poder Judicial que se ha alcanzado después de años de debates doctrinales y políticos”. 

Interesante, desde un punto de vista del Derecho comparado, es la falta de base científica de 

determinados comparativos con el Derecho alemán y con el Derecho estadounidense; si bien la CE-78 

siguió a la Ley Fundamental de la República Federal de Alemania de 1949 en múltiples puntos, en nada 

bebió de la misma en la creación constitucional del CGPJ; en Alemania no existe Consejo y son el 

Ministerio Federal de Justicia y el Ministerio de Justicia de cada Land  los que efectúan los 

nombramientos e imponen las sanciones a los jueces y magistrados; mientras en EE.UU. es el Presidente 

quien tiene potestad para nombrar los Magistrados del TS, con la aprobación del Senado. 

Esto es, en España, el Constituyente quiso, que como en Italia y en Francia el órgano de gobierno de los 

jueces y tribunales quedara al margen del Ejecutivo, creando un órgano mixto  formado por 12 jueces y 

8 juristas de reconocida competencia, donde los primeros serían elegidos tal y como estableciera la 

LOPJ, y los segundos, 4 por el Congreso y 4 por el Senado con mayoría de 3/5; a mi entender, se creó, 

ex constitutione, un órgano colegiado, formado por vocales competentes e independientes del Ejecutivo, 

pero también estrictamente del Legislativo en el sentido de que no fuera una simple correa de transmisión 

de los partidos políticos mayoritarios en el Parlamento, por el riesgo de politización partidista que ello 

podría conllevar. 

 

NATURALEZA JURÍDICA DEL CGPJ EN FUNCIÓN DE SU TIPOLOGÍA. 

Siguiendo a Luis Aguiar de Luque, en función de las facultades, competencias o atribuciones que se 

asignen a un Consejo, así como según su composición, éste será un órgano constitucional de 

autogobierno judicial, un órgano de gobierno autónomo o un heterogobierno. 

Como dice León Herrero, Ch. el autogobierno judicial ostentaría prácticamente todas las competencias 

relativas a la actividad judicial, vaciando por completo el Ministerio de Justicia y suele estar formado 

mayoritariamente por miembros de la carrera judicial. 

En el otro extremo tendríamos el heterogobierno, de acuerdo con el cual el Ejecutivo asumiría todas las 

competencias judiciales incluidas las relativas a nombramientos a través del Ministerio de Justicia.  

Finalmente, el gobierno autónomo se consagra como un modelo intermedio, en el que el reparto de 

competencias puede variar y la composición no está monopolizada por la carrera judicial, sino que se da 

entrada a otros representantes sociales.  

El modelo no es irrelevante, pues “aunque no mecánicamente, el mayor o menor peso de las nociones 

de autogobierno, heterogobierno o gobierno autónomo en el modo de entender estas instituciones tienen 

su más inmediata proyección en los criterios que rigen el modo de selección y reclutamiento de sus 

miembros”, según Luis Aguiar de Luque. 

Llegados a este punto, vista la composición mixta del CGPJ -vocales judiciales y vocales no judiciales-, 

determinada por el artículo 122.2 de la CE,  así como la remisión a una Ley Orgánica en cuanto a la 
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atribución de competencias mínimas ((…) en materia de nombramientos, ascensos, inspección y régimen 

disciplinario), parece claro que nos encontramos ante un “gobierno autónomo”, con unas competencias 

“más que relevantes”, que pueden ser más si así lo desea el Legislativo; estas competencias 

pretenderían garantizar la independencia y la imparcialidad del Poder Judicial, entendido como los jueces 

y tribunales en el ejercicio de la jurisdicción, a través de una nítida separación de poderes garantizada 

por un órgano de gobierno ajeno al Ejecutivo, pero también, en gran medida, al Legislativo donde los 

vocales y el Presidente del CGPJ únicamente tienen obligación de comparecer para presentar la Memoria 

anual, según dispone la LOPJ.  

EL PROCESO CONSTITUYENTE 

El precepto original previsto para la creación del CGPJ fue el artículo 112.3 del Anteproyecto 

Constitucional de 1978 que disponía:  

“El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el presidente del Tribunal Supremo, 

que lo presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey, doce de ellos a propuesta y en 

representación de las distintas categorías de las carreras judiciales y ocho a propuesta del 

Congreso de los Diputados, entre juristas de reconocida competencia con más de quince años 

de ejercicio en su profesión”. 

El artículo 122.3 de la CE finalmente dispone: 

“El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, 

que lo presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De 

éstos, doce entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que 

establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a 

propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus miembros, 

entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de quince 

años de ejercicio en su profesión.” 

La supresión de los términos “a propuesta y en representación” del artículo 112.3 del Anteproyecto 

cuando se refiere a la elección de los 12 miembros de la Carrera Judicial nos muestra que mientras los 

redactores del optaron directamente por la elección y propuesta de los mismos por los mismos jueces y 

magistrados, la Constitución de 1978 opta por una fórmula más abstracta, que deja indefinido este punto. 

Este fragmento desapareció durante el trámite de enmiendas en el Congreso a propuesta de los grupos 

UCD y AP. El Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas introdujo la 

referencia “de todas las categorías judiciales” con el objetivo de garantizar una cierta proporcionalidad 

representativa entre los distintos estamentos de la Carrera Judicial. Otra de las enmiendas determinó 

que fuesen ambas cámaras, Congreso y Senado, las competentes para elegir a los vocales del turno de 

juristas de reconocida competencia, que en origen sólo se reservaba a la Cámara Baja.  

 

EVOLUCIÓN HISTÓRICO LEGISLATIVA DEL SISTEMA DE ELECCIÓN DE VOCALES JUDICIALES 

DEL CGPJ. PERVERSIONES DEL SISTEMA CONSTATADAS EN LA LO 1/1981, LO 6/1985, LO 

2/2001 Y LO 4/2013.   
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Con la LO 1/1980 del Consejo General del Poder Judicial se estableció un sistema de elecciones internas 

en la que todos los integrantes de la Carrera Judicial estaban llamados a participar mediante voto 

personal, igual, directo y secreto, admitiéndose el voto por correo, en una circunscripción única para todo 

el territorio nacional, a través de un sistema mayoritario corregido para permitir la representación de un 

sector minoritario a través de candidaturas abiertas, pudiendo combinar nombres dentro de cada 

categoría, procedentes de candidaturas distintas, debiendo estar avaladas las candidaturas por un 10% 

de los electores. Sin embargo, este sistema no consiguió que el primer CGPJ representara la pluralidad 

de sensibilidades presentes en la sociedad española, pues la mayoría conservadora de la entonces 

Carrera Judicial monopolizó las plazas de designación judicial. Lo anterior, conllevó en palabras de Diego 

Íñiguez, que “el Consejo hiciera lo posible por obstaculizar las políticas reformadoras de los últimos 

gobiernos de UCD y de los sucesivos del PSOE a partir de octubre de 1982”, como una suerte de límite 

al Poder Legislativo. El CGPJ, así configurado, más que defender la independencia judicial se dedicó, 

desde sus amplias facultades, a ejercer de contrapeso frente al poder legislativo, obstaculizando las 

reformas legislativas a través del antiguo recurso previo de inconstitucionalidad. En palabras de León 

Herrero, “la que pretendía ser la interpretación más literal del texto constitucional que garantizase al fin 

una verdadera independencia del Poder Judicial se convirtió en un órgano controlado por una jerarquía 

judicial que se no solo no parecía dispuesta a avanzar en los grandes retos que la justicia tenía por 

delante sino que procuró ir más allá de su cometido constitucional interfiriendo en la labor del Gobierno 

y del Parlamento sin que este, a su vez, tuviera ninguna capacidad de control o fiscalización ”. Y ello 

conllevó, en palabras de Íñiguez que “el CGPJ como institución pagó por los pecados cometidos por los 

protagonistas de su primer mandato”. 

La LOPJ 6/1985 de 1 de julio reformó el CGPJ, entre otros extremos, reduciendo las atribuciones o 

competencias del mismo, modificando el régimen de asociaciones judiciales y, finalmente, a través de la 

acogida de la denominada “enmienda Bandrés” del sistema de elección de los vocales de procedencia 

judicial. Esta enmienda fue presentada como un beneficio para la legitimación democrática del Consejo 

y fue acogida por parte del grupo socialista, provocando la inmediata respuesta del propio CGPJ que 

consideró que el contenido del anteproyecto era un inadmisible paso atrás y una clara restricción de la 

independencia judicial en su ámbito de gobierno, que quedaba degradado a una función de pura 

administración, llegando a plantear ante el Tribunal Constitucional un conflicto entre órganos 

constitucionales del Estado frente a la aprobación del Proyecto de Ley Orgánica del Poder Judicial por 

el Congreso de los Diputados. Por otro lado, el grupo popular en el Congreso presentó un recurso de 

inconstitucionalidad frente a los diversos preceptos que modificaba la citada LOPJ calificándola como un 

ataque a la independencia judicial.  

El TC se pronunció a través de las sentencias 45 y 108/1986: 

− En la primera, referente al conflicto presentado por el Consejo, el Tribunal resolvió por primera vez 

algunas de las cuestiones relativas a la naturaleza jurídica del órgano concluyendo, entre otras 

cosas, la inexistencia de representación del Poder Judicial por parte del Consejo. 

− En la segunda, frente a la postura de los recurrentes que defendían la exigencia del autogobierno 

judicial como fórmula elegida por el constituyente para garantizar la independencia judicial el TC 

concluyó que no podía afirmarse que la Constitución reconociese dicha exigencia al tiempo que 

manifestó que la verdadera garantía de que el Consejo cumpla el papel que le ha sido asignado por 

la Constitución en defensa de la independencia judicial no consiste en que sea el órgano de 

autogobierno de los jueces sino en que ocupe una posición autónoma y no subordinada a los demás 
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poderes púbicos. También señaló que no puede interpretarse que el artículo 122.3 CE imponga el 

sistema de designación por los propios Jueces y Magistrados, sino que debe entenderse que el 

constituyente dejó dicha cuestión en manos del legislador orgánico, siendo así tan válida la opción 

elegida con la LO 1/1980 como la introducida por la LO 6/1985, si bien el TC valoró con mayor 

simpatía la opción del legislador de 1980 por entender que es más fácil lograr una composición del 

Consejo que refleje el pluralismo existente en el seno de la sociedad, al tiempo que advirtió de los 

riesgos inherentes al sistema de designación parlamentaria; así razonó, con relación al sistema de 

elección parlamentaria, que:  

“ciertamente, se corre el riesgo de frustrar la finalidad señalada de la Norma 

constitucional si las Cámaras, a la hora de efectuar sus propuestas, olvidan el objetivo 

perseguido y, actuando con criterios admisibles en otros terrenos, pero no en éste, atiendan sólo 

a la división de fuerzas existente en su propio seno y distribuyen los puestos a cubrir entre los 

distintos partidos, en proporción a la fuerza parlamentaria de éstos.  

Y termina manifestando que “la lógica del Estado de partidos empuja a actuaciones de este género, pero 

esa misma lógica obliga a mantener al margen de la lucha de partidos ciertos ámbitos de poder y entre 

ellos, y señaladamente, el Poder Judicial”. 

Comparto con Aguiar de Luque y con León Herrero que el cambio de sistema, que obtuvo la mayoría 

absoluta necesaria para la aprobación de una Ley Orgánica, sin embargo, no fue objeto de una previa 

discusión ni negociación con el principal partido de la oposición (grupo popular) ni dio audiencia a la 

Carrera Judicial, y añado yo, ni a los sectores implicados en la justicia (Colegios de Abogados, 

Procuradores, Notarios, Registradores, Graduados Sociales, …). 

Ya desde el principio, pero de forma más patente con el cambio de mayoría parlamentaria en 1996, se 

observó como los Partidos Políticos mayoritarios (durante décadas solo el PSOE y el PP) trataron de 

“colocar” como vocales a jueces y magistrados afines y así “controlar” el funcionamiento del CGPJ, 

haciendo previsible todo pronunciamiento del mismo con relación a los nombramientos discrecionales y  

en su labor de informe de las distintas leyes de las que se le dio traslado, funcionando en la lógica de 

“mayorías de bloque”, dejando muchas veces de lado un papel más técnico y profesional, que es el que 

se espera de un órgano constitucional mixto llamado a gobernar el Poder Judicial, órgano formado por 

jueces, magistrados y juristas de reconocida competencia. Esto es así, porque el sistema de cuotas que 

se impuso con posterioridad a la reforma de 1985 se ha ido “naturalizando” hasta el punto de pactarse 

entre el PP y el PSOE la composición de todo el CGPJ (incluso el presidente con vulneración del artículo 

123.2 de la CE), nombrando, mejor a los afines que cumplen los méritos mínimos exigidos en la propia 

CE y la LOPJ, que a los desconocidos con mayores méritos.  

No es controvertido, que en numerosas ocasiones los vocales nombrados son personas con grandes 

méritos y con capacidad contrastada, si bien no es este el motivo real de su nombramiento sino la afinidad 

y/o relación previa con alguno de los miembros de la cúpula del PSOE o del PP, relación basada en 

experiencias vitales comunes pretéritas propias o con personas de confianza de estos. El resultado de 

esta forma de selección conlleva que la contrastada profesionalidad de los elegidos pase a un segundo 

plano, siendo lo primordial la opinión personal que la cúpula de uno de los partidos políticos mayoritarios 

tenga de cada candidato; dentro del sistema de cuotas, han existido épocas con vetos cruzados y épocas 

con pacto de imposibilidad de veto.  
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Esta forma de nombrar conlleva, independientemente de las reformas legislativas de 2001 y 2013 que, a 

continuación, se expondrán, ciertas perversiones, sólo superadas por unos pocos elegidos que, aun 

siendo víctimas de un pecado original, se comportan conforme a su profesionalidad y conciencia y votan 

en cada momento lo que entienden es más apropiado, independientemente de la lógica de los bloques, 

sin tratar de agradar al partido político que propició su nombramiento; son los vocales de origen judicial 

que han conseguido romper el cordón umbilical; el problema de estos es que acaban siendo versos 

sueltos, cuyo posicionamiento suele ser irrelevante, al quedar al margen de los bandos. Más allá de estas 

excepciones la mayoría de los vocales judiciales elegidos por los partidos políticos pueden definirse como 

a continuación se relata: 

− algunos, aun pensando de sí mismos que son “independientes”, se ven imbuidos por la lógica de 

los bandos (progresista vs. conservador) votando siempre, o casi siempre, con su bloque, 

independientemente de lo que pudieran pensar por si mismos; 

− otros, son personas tan ideologizadas que siempre votan en la forma prevista por el partido que 

los ha elegido; estos, para los nombramientos discrecionales, en caso de ser asociados, bien 

apoyan al candidato de su asociación, bien no lo apoyan porque han llegado a un acuerdo con el 

bando contrario para que voten al de ellos, para así después obtener la mayoría necesaria para 

otro puesto para un candidato de su asociación (cambio de cromos); 

− otros, los peores, tienen línea directa con el partido político que los ha elegido y reciben directrices 

de comportamiento del mismo, al que reportan lo decidido en el seno del CGPJ; estos tienen el 

peligro de, además, intentar mostrarse como los líderes de su bando; 

− por último, están los “innombrables”; esto es, aquellos que, por su contratada independencia, 

probada con su actuar precedente, a pesar de ser ideológicamente cercanos al partido político que 

debería apoyarles, nunca lo serán porque no son “previsibles” y no interesa su nombramiento pues 

“romperían” la lógica de los bandos “progresista” o “conservador”.  También estarían en este grupo, 

cualquier candidato que no tenga una buena relación precedente, por el motivo que sea, con la 

cúpula del partido que debiera proponerle por cercanía ideológica. Son conocidos los candidatos 

que, teniendo un amplio apoyo de la asociación de la que forman parte, o de la carrera judicial, 

después nunca son nombrados.  

Como se ha dicho más arriba en el año 2001 se suscribió el Pacto de Estado para la reforma de la justicia 

que dio lugar a la LO 2/2001; esta reforma de la LOPJ mantuvo la designación de seis vocales judiciales 

por parte del Congreso y otros seis por el Senado pero añadió un procedimiento previo que dejaba en 

manos de las asociaciones judiciales la propuesta de los candidatos, distribuidos de forma proporcional 

al número de afiliados de cada asociación y al número de no afiliados, permitiéndose la posibilidad de 

que jueces y magistrados no afiliados se presentaran con el aval de un número de compañeros de carrera 

que representaran el 2% de los que se encontraran en servicio en activo, respetando la proporción del 

número de no afiliados. Así, la lista de 36 candidatos que llegaba al Parlamento quedaba conformada 

por los candidatos propuestos por cada asociación en proporción a su porcentaje de afiliados, así como 

por los candidatos independientes que lograran reunir el aval de cerca de ochenta compañeros de carrera 

en servicio activo.  

Este sistema no acabó con las perversiones indicadas más arriba, antes bien, generó un incremento del 

descrédito de las asociaciones APM y JJpD, pues la práctica totalidad de los vocales pertenecían a una  

de estas dos asociaciones, vinculando los vocales nombrados por el PSOE a JJpD y los nombrados por 

el PP a la APM, dinámica que después se trasladaba a los nombramientos discrecionales para el TS, 

TSJ y AP, así como otros destinos como jueces de enlace, letrados del CGPJ,…, teniendo en cuenta que 
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entre las dos asociaciones no suman más que el 34% de la carrera; así, se incrementó la sensación de 

que JJpD y la APM no eran más que filiales de los dos grandes partidos existentes por entonces, agencias 

de colocación, donde para prosperar profesionalmente en la carrera judicial se hacía necesario afiliarse 

a una de estas.  

En el año 2013, fruto de la crisis económica y política reinante en España se pusieron en duda, no 

siempre sin matices populistas (entendiendo el populismo como la simplificación de los problemas en 

busca de un mayor impacto con los mensajes dirigidos a la ciudadanía) muchas instituciones, y entre 

ellas el CGPJ; tras un proyecto del PP que parecía pretendía retornar al sistema de elección judicial, sin 

embargo, se aprobó una reforma que, además de reducir el funcionamiento del Pleno -introduciendo la 

Comisión Permanente y reforzando el papel del Presidente-, mantuvo la designación parlamentaria de 

los vocales judiciales (no en vano el PP tenía mayoría absoluta en ese momento) si bien, a partir de una  

lista de candidaturas previas que permitían la presentación de candidatos que  sólo necesitaban reunir 

el aval de 25 miembros en activo o de una asociación judicial; esta reforma pretendía minorar el 

protagonismo otorgado a los jueces y magistrados asociados en detrimento de los no asociados que 

eran, y son, la mitad de la carrera judicial. Sin embargo, no consiguió lo que pretendía, pues facilitó que 

se presentaran jueces y magistrados asociados, que se presentaban al margen de su asociación, con 

apenas 25 avales, pero que ya tenían pactado su nombramiento por sus relaciones personales con las 

cúpulas de los grandes partidos políticos, nuevamente el PP y el PSOE . Así las cosas, por esta vía, no 

se nombraron mayoritariamente jueces o magistrados no asociados con un gran prestigio dentro de la 

Carrera Judicial, sino jueces y magistrados, generalmente asociados, cuyas asociaciones no decidieron 

presentarlos, pero que tenían relaciones propias con el poder político que permitieron su llegada al CGPJ. 

Así, si cabe, los vocales así designados tenían un grave riesgo de pertenecer al grupo de los que tienen 

línea directa con el partido político que los ha elegido, recibiendo directrices de comportamiento de este 

y reportando al mismo lo decidido en el seno del CGPJ. 

Por último, otra gran perversión del sistema parlamentario que coadyuva un comportamiento “fiel” de los 

vocales de extracción judicial para con los partidos políticos que los nombraron es que una vez finalizado 

el mandato de los vocales aquéllos premian a los que han sido “fieles”,  propiciando su promoción, bien 

sea dentro de la propia Carrera Judicial, consiguiendo que los siguientes CGPJ los nombren para puestos 

discrecionales (presidentes de Tribunales, magistrados del TS,…), bien, fomentando las puertas 

giratorias, nombrándolos para puestos políticos de especial relevancia (ministros, secretarios de 

estado,…). Esta realidad conlleva el mensaje: se obediente y serás premiado. 

 

PROPUESTA DE ELECCIÓN DE VOCALES JUDICIALES POR LOS JUECES 

El sistema de elección judicial de los vocales judiciales por el sistema de un juez un voto, incluso con 

listas abiertas, se mostró dañino en el año 1981 cuando la Carrera Judicial era todavía marcadamente 

conservadora, donde la mayoría de sus miembros se habían formado y habían ejercido la jurisdicción en 

un régimen totalitario, todo ello sin perjuicio de la evolución hacia la democracia de los mismos de la 

mano del pleno sometimiento a la ley y a la CE-1978. Así, como se dice más arriba, esta experiencia, 

conforme a la LO 1/1981, dio lugar a que, en el juego de pesos y contrapesos, el órgano de gobierno del 

Poder Judicial arremetiera contra el Poder Legislativo, tratando de frenar la aprobación de distintas leyes 
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por vía del recurso previo de inconstitucionalidad, así como informando leyes con criterios no siempre 

técnico-jurídicos sino ideológicos. 

En el momento actual (2022), debe partirse de que la Carrera Judicial está formada por una mayoría de 

mujeres, donde todos los miembros de la misma accedieron a ella en Democracia, habiéndose formado 

y estudiado Derecho conforme a los valores democráticos. Más allá de afirmaciones sin un claro sustento 

científico, como por ejemplo que la “carrera judicial es mayoritariamente conservadora”, procedente de 

extrapolar los asociados de JJpD (500) y de la APM (1450), como progresistas los primeros y 

conservadores los segundos, lo cierto es que quedan sin catalogar los restantes casi 4.000 jueces y 

magistrados que conforman la Carrera, donde el panorama sociológico de la misma parece que ha 

cambiado bastante desde 1981 hasta la fecha. 

Con este cambio,  donde una gran mayoría de jueces, bien no están asociados, bien lo están en 

asociaciones contrarias a que se les relacione con uno u otro partido político (pues sólo tienen inquietudes 

corporativas y no, generalmente ideológicas -AFdV y FJI-), parece que el sistema de elección judicial de 

los vocales togados (12), teniendo en cuenta la elección parlamentaria de los vocales no judiciales (8), 

daría como resultado un CGPJ que, con cierta representatividad  y legitimación parlamentaria, como todo 

órgano mixto,  con sus defectos,  mejoraría tanto en “independencia” (respecto a los CGPJ posteriores a 

la aprobación de la LOPJ 6/1985)  como en apariencia de imparcialidad, quedando minorado el riesgo 

de constituirse como un contrapoder legislativo por la disminución de las atribuciones que tiene hoy en 

día el CGPJ (ya no existe el recurso previo de inconstitucionalidad,…) y por su composición alejada de 

los partidos políticos. 

En este sentido, entiendo, que el sistema de elección parlamentaria se ha mostrado, en sus más de 35 

años de historia, como un sistema donde la cúpula de los partidos políticos mayoritarios (que no las 

Cortes Generales) han normalizado su control absoluto del  poder de decidir la totalidad de los miembros 

del CGPJ (tanto judiciales como no judiciales) y su influencia en los mismos, con la pérdida de 

credibilidad, actualmente total, del “juicio parlamentario del mérito y capacidad de los aspirantes”; 

además, el sistema parlamentario resulta incapaz de impedir el bloqueo de las renovaciones cuando un 

partido con suficiente relevancia parlamentaria se niega, siempre por intereses partidistas, a perder una 

mayoría que tiene en el CGPJ caducado, mayoría que sabe va a perder en el siguiente. Además, los 

diputados y senadores del resto de partidos políticos, que representan muchas veces casi 1/3 de los 

mismos, no tienen capacidad para influir en el nombramiento de ningún vocal, salvo cuando el PSOE ha 

decidido cederle algún nombre a algún partido nacionalista. Todo lo anterior hace que el CGPJ sea 

percibido por la propia clase política como un órgano de gobierno de los jueces “que funciona por los 

intereses políticos de los partidos mayoritarios” antes que por “criterios técnicos y profesionales”. 

Increíbles son las filtraciones vividas sobre la elección de “candidatos” así como de “presidenciables”, 

con manifestaciones de responsables políticos dignas de un Estado Democrático de Derecho fallido, que 

permite que los partidos políticos mayoritarios jueguen a copar los cargos judiciales más relevantes 

colocando a los más afines, en busca de “intentar influir” o “predecir” el sentido de sus interpretaciones 

jurídicas en cuestiones donde exista un “interés partidista”. No creo pueda olvidarse, aunque fuera más 

un deseo que una realidad, como el Sr. Cosidó (senador del PP) afirmó, como consecuencia de lo 

pactado por su partido y el PSOE, el control futuro “desde detrás” por parte del PP sobre varios órganos 

clave del Tribunal Supremo, en concreto, la Sala lo Penal y "presidiendo la Sala del 61". Esta expresión, 
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muestran la verdadera intención de los partidos políticos mayoritarios, que, tras colonizar la totalidad del 

CGPJ, pretenden que este nombre a sus afines en los Tribunales de justicia. 

Con el cambio del sistema de elección, eliminando el sistema parlamentario para los vocales de origen 

judicial, saldría reforzado el TS (pues se difuminaría la correa de transmisión existente entre partidos 

políticos, vocales del CGPJ y nombramientos discrecionales). Nadie duda, que la puesta en cuestión, por 

parte de los medios de comunicación y de la opinión pública, en función del interés de cada cual, de las 

resoluciones judiciales de nuestro TS obedecen, la mayor parte de las veces, a lecturas del tipo “mayoría 

progresista o conservadora, voto particular de los progresistas o de los conservadores…” que no son 

más que el análisis de la correa de transmisión en los nombramientos (partido político-CGPJ-cargo 

judicial discrecional).  

Esta situación descrita, reconocida en los últimos 35 años de sistema de elección parlamentaria con sus 

distintas reformas, mejoraría con la elección judicial de los vocales judiciales, minorizándose los riesgos 

acontecidos en 1981 (contrapoder legislativo) por las menores atribuciones del actual CGPJ, así como 

por la formación y ejercicio en democracia de todos los jueces y magistrados que sirven en activo hoy en 

la Carrera Judicial.  

No puede sostenerse ya por más tiempo el desprestigio “de origen” de nuestro CGPJ que acaba por 

afectar a la credibilidad de nuestro TS, como máximo órgano jurisdiccional. Si bien en 1985, por las 

atribuciones que según la LO 1/1981 tenía aquél CGPJ como por el origen de gran parte de los miembros 

de la Carrera Judicial pudo justificar el cambio de sistema hacia el parlamentario, ahora entiendo que, 

tras muchos años de una experiencia con resultados nefastos para el Estado de Derecho,  sería positivo 

volver al sistema judicial, con un CGPJ con atribuciones limitadas a las necesariamente previstas en la 

propia CE-78 (esto es, los premios, los castigos y la defensa frente a intromisiones en la labor 

jurisdiccional) y cuya elección sea mixta, los jueces por los jueces, y el resto por el Congreso y por el 

Senado.   

Cuestión distinta es la forma de elección de los jueces por los jueces. Aquí entiendo sería positivo 

introducir la “votación obligatoria” de todos los jueces y magistrados en activo para así reducir la 

perversión que podría conllevar que fueran elegidos los 12 candidatos de la asociación mayoritaria que 

sólo representa un 24% de la Carrera Judicial (1.450 de 5.800), o que sólo salieran candidatos de las 

grandes ciudades…. Y sería interesante valorar otras posibles fórmulas para el sistema electoral que 

permitieran evitar que una minoría relevante pueda copar todos los puestos, que sólo fueran 

seleccionados vocales asociados, u otras situaciones indeseables, tanto desde el punto de vista 

corporativo como desde el punto de vista de la representatividad del órgano. 

De lo que estoy convencido, a la vista de la evolución histórica de la Institución, es que es mejor un CGPJ 

que se aparte de la “falsa elección parlamentaria”, y que seamos conscientes de la imposibilidad de 

conseguirla en nuestro Sistema Parlamentario, pues este conduce a que el  partido mayoritario en el 

Ejecutivo y el principal partido de la oposición siempre intentarán “pactar” en función de sus intereses 

partidistas un cambio de cromos, colocando, no a los mejores, sino a los más afines, intereses que 

quedan lejos de los que deberían guiar a un órgano constitucional que pretende defender la 

independencia del Poder Judicial, ad extra y ad intra, tal y como ha demostrado la experiencia histórica.  

Por todos es conocido que el “sistema de elección parlamentaria”, independientemente de las reformas 

que se hayan realizado o se pueden realizar, y aunque formalmente exponga que son los diputados y 
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senadores los que libremente votan y eligen a los vocales con más mérito y capacidad tras una entrevista 

pública, finalmente, conlleva un “sistema de elección por las cúpulas de los partidos políticos 

mayoritarios”,  un cambio de cromos por cuotas con vetos o sin ellos, donde los partidos, en lugar de 

actuar como “instrumento fundamental para la participación política” y como “herramientas que expresan 

el pluralismo político” ex artículo 6 de la CE actúan por intereses inconfesables e incontrolables, ajenos 

a la separación de poderes.  

Con ello pretendo haceros llegar que fórmulas o ideas como “aumentar la transparencia” y “tratar de 

reformar el sistema parlamentario para que sean realmente los representantes de la soberanía nacional 

los que elijan de forma libre a los jueces candidatos al CGPJ”,  no son fórmulas útiles para conseguir 

esto último; la primera por insuficiente, porque los pactos secretos no son controlables a través de la 

transparencia en el procedimiento legislativo de selección, y la segunda por ser una finalidad antes que 

una solución para alcanzar la misma; se trata de una utopía que peca de bisoñez, pues así lo demuestra 

la experiencia histórica; creer que los partidos políticos podrían estar dispuestos a abandonar la cotas de 

poder e influencia que ya han alcanzado sobre la composición del órgano de gobierno de los jueces con 

una fórmula de selección que les siga permitiendo decidir los candidatos elegidos.  

No pudiendo controlar de forma alguna en el sistema de elección parlamentaria el correcto proceder de 

los partidos políticos, la supuesta “mayor legitimación democrática” del órgano así elegido, da paso al 

nacimiento de un órgano que “no sirve para lo que fue creado”; esto es, no sirve para defender la 

independencia de jueces y tribunales en el ejercicio de su jurisdicción, nombrando a los mejores para los 

puestos discrecionales, sancionando a aquellos que incurran en infracciones disciplinarias, formando y 

seleccionando a los jueces y defendiendo a éstos frente a las inmisiones de otros poderes del Estado, 

de los medios de comunicación, o incluso de los propios órganos de gobierno de los jueces.  

Termino, concluyendo, que un CGPJ donde la elección de los vocales judiciales se realiza por sistema 

de elección parlamentaria (en realidad partidista) conlleva la desnaturalización del mismo, de tal forma 

que surge un órgano de gobierno de los jueces que en poco se diferencia de un órgano dependiente del 

Ministerio de Justicia, o del Ministerio de Justicia del gobierno anterior que ha perdido las elecciones 

(dado los 5 años de mandato del CGPJ), resultado que entiendo no era lo que quería el Constituyente, 

que cuando creó un órgano mixto fue para que no se moviera por oportunidad política sino por criterios 

técnico jurídicos. En tal sentido se ha pronunciado en varias ocasiones el Grupo de Estados Contra la 

Corrupción (GRECO), órgano dependiente del Consejo de Europa. 
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